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Recordemos, el año 1995 concluía con tres impor-
tantes decisiones en rel ación al fin de la guerra en la 
República de Bosnia-Herzegovina, y por extensión, en la 
ex Yugoslavia. Ante todo, los acuerdos de Dayton 
(Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia-Herzegovina) 
firmados el 21 de noviembre; la rúbrica formal de dichos 
acuerdos en la ceremonia de París, el 14 de diciembre; y 
entre ambas fechas, la Conferencia de Londres para la 
implementación de los acuerdos, los días 8 y 9 de diciem-
bre. Un año más tarde, al llegar al final de 1996, es preci-
so hacer un balance de una de las más ambiciosas 
operaciones de establecimiento y mantenimiento de la paz 
que ha llevado a cabo la denominada comunidad interna-
cional, desde la fundación de la Organización de 
Naciones Unidas (ONU). En efecto, y visto el tema desde 
una cierta perspectiva de inmediatez, llama la atención la 
fractura que hay en la acción de la comunidad internacio-
nal (en relación a todo el conflicto en la ex Yugoslavia) 
entre, por un lado, sus ambivalencias y contradicciones 
desde 1991 hasta septiembre de 1995, y por el otro, la 
contundencia de la acción de castigo contra los serbios de 
Bosnia a partir de dicha fecha, a lo que hay que sumar la 
aceleración del calendario hasta la firma de los acuerdos 
de Dayton. Como decimos , ello abre una necesaria refle-
xión sobre las lecciones que la comunidad internacional 
debe -o debería extraer- del conflicto balcánico. 
Es hora pues de hacer un balance del activo y del 
pasivo del proceso abierto con los acuerdos de Dayton, 
balance que cabe adelantar como contradictorio. En gran 
medida, la evaluación que se haga del mismo depende 
básicamente de las expectativas que en su día suscitó. 
Planteándolo en términos esquemáticos, si el listón de 
expectativas era, como mínimo, el cumplimiento integral 
de dichos acuerdos en el plazo de un año (o menos, si nos 
atenemos al calendario inicial de las elecciones generales), 
el balance es netamente insuficiente, por no decir desastro-
so. Pero si el li stón de expectativas se sitúa, como punto 
de arranque, en el fin de la guerra, la consolidación del fin 
de las hostilidades, la separación de los contendientes, 
etc., entonces el balance es más complejo y menos negati-
vo. Todo depende, pues, del criterio de evaluación. 
La peculiar naturaleza de los acuerdos de Dayton 
El acuerdo de paz para Bosnia-Herzegovina, conse-
guido en Dayton y rubricado formalmente en París, ¿en 
qué consiste? Dicho en otras palabras, conviene analizar-
lo separando adecuadamente su naturaleza política de su 
naturaleza jurídica, para luego establecer una relación 
entre ambas vertientes. De no hacerlo así, su lectura en 
sentido estrictamente formal conduce a una sensación de 
absurdo, ciertamente bien fundamentada. Como es bien 
sabido, los acuerdos de Dayton -a los que nos referire-
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mos reiteradamente en estas páginas- constan de 
un Acuerdo Marco General de once artículos (ver 
Anuario Internacional CIDOB 1995), y deonce 
anexos (de los que el primero se subdivide en 
Anexo l-A, relativo a aspectos militares, y Anexo 
l-B, relativo a estabilización regional). A esto se 
suman un Acuerdo de rúbrica para inicializar el 
Acuerdo Marco General, unas cartas adicionales y 
una Declaración de clausura, además de una 
ingente cantidad de mapas para establecer clara-
mente las divisiones territoriales. 
Consideremos por ejemplo el Acuerdo Marco 
General, que resume el conjunto de acuerdos de 
Dayton. Las "partes firmantes" son la República 
de Bosnia-Herzegovina, la República de Croacia y 
la República Federal de Yugoslavia (esto es, Serbia 
y Montenegro), rubricando como "testigos" nada 
menos que: el negociador especial de la Unión 
Europea (UE), la República Francesa, la República 
Federal de Alemania, la Federación Rusa, el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los 
Estados Unidos de América. El valor legal de la 
firma de este numeroso grupo de "testigos" es, se 
entiende, meramente político y, desde un punto de 
vista jurídico , nada explica por qué la Unión 
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que se haga de Los 
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Europea -organización interna -
cional intergubernamental-
firma junto a cinco Estados 
cuyo esta tus en Naciones Uni-
das y en concreto en el Consejo 
de Seguridad es muy importan-
te para cua tro de ellos, pero no 
para Alemania. Pero más lla-
mativo aún es el tema de las 
"partes firmantes" ya que son 
los representantes de tres 
Estados internacionalmente 
reconocidos (Bosnia-Herzegovina, Croacia y 
Yugoslavia) los que firman unos acuerdos cuyo 
contenido material se refiere esencialmente a ia 
pacificación interna de uno de ellos, a la recons-
trucción de las instituciones y de la economía de 
uno de ellos, y a todos los problemas que ello con-
lleva, pero siempre aplicado a Bosnia-Herze-
gavina. En este punto la confusión jurídico-polí-
tica de Dayton adquiere toda su dimensión: 
¿estamos ante un tratado internacional entre 
Estados soberanos, reconocidos como tales por la 
comunidad internacional y miembros de Naciones 
Unidas? Sí, la respuesta es afirmativa. ¿Sobre qué 
bases uno de los tres firmantes, Bosnia-
Herzegovina, negocia y rubrica con dos Estados 
ajenos su reconstrucción institucional -como fun-
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damento último y expresión de la soberanía del 
Estado-? En otras palabras, los acuerdos de 
Dayton son, políticamente, un intento muy com-
plejo de acabar con un conflicto que presenta una 
dimensión interna (en Bosnia -Herzegovina) y una 
dimensión regional (pues afecta o ha afectado a 
varios Estados de la región), y a la vez un intento 
de definición del régimen político y constitucional 
de uno de los Estados firmantes (Bosnia-Herze-
govina). Y ello, que tiene una clara explicación 
política -clara la explicación, pues las efectividad 
de las soluciones que propone está por ver- , se 
traduce en un diseño jurídico del que lo menos 
que se puede decir es que resulta confuso. Simple-
mente, porque todo el diseño jurídico de Dayton 
es a la vez una construcción del Derecho Consti-
tucional (propio de la construcción de todo Esta-
do) y del Derecho Internacional Público (que rige 
las relaciones entre Estados soberanos sobre la 
base de unos determinados principios). Más allá 
del Acuerdo Marco General, la confusión se incre-
menta cuando se analiza quién firma el anexo L-A 
relativo a la dimensión militar, pues rubrican el 
texto nada menos que la República de Bosnia-
Herzegovina, la Federación de Bosnia-Herze -
govina y la República Srpska, con el refrendo 
(endorsement en la versión inglesa), a modo de 
"testigos", de la República de Croacia y la 
República Federal de Yugoslavia. En este caso los 
firmantes son un Estado soberano internacional -
mente reconocido (Bosnia-Herzegovina, firmante 
del Acuerdo Marco) y dos entidades territoriales 
internas de dicho Estado, la federación croato-
musulmana -como se la denomina coloquialmen-
te- y la entidad de los serbios de Bosnia. Lite-
ralmente (desde un punto vista formal) se podría 
comparar este caso al de España firmando un 
acuerdo internacional en pie de igualdad con 
Cataluña y Andalucía. La naturaleza jurídica de 
este documento en particular es especialmente 
curiosa, pues en este caso no sabemos realmente si 
tenemos un pie en el Derecho Constitucional 
(interno del único Estado que es tal, Bosnia -
Herzegovina) y otro en el Derecho Internacional 
Público (en cuyo caso las entidades territoriales no 
pueden estar en pie de igualdad con aquél). En 
cambio, la OTAN (Organización del Tratado del 
Atlántico Norte), por su parte, se cuida muy deta -
lladamente de firmar por separado sus acuerdos 
con Bosnia-Herzegovina, con Croacia y con 
Yugoslavia, que como Estados internacionalmente 
reconocidos son los únicos interlocutores que la 
OTAN puede tener. Este tipo de confusiones se 
verifica en todas las partes del paquete de acuerdos 
de Dayton, pero llama en particular la atención 
-por la importancia jurídica del tema- al llegar al 
Anexo 4, en el que se establece la Constitución de 
Bosnia-Herzegovina. No es éste el momento de ana-
lizar la trascendencia que tiene, en todo Estado, su 
Constitución en tanto que norma fundacional de 
todo el si tema institucional y normativo. Ni siquie-
ra es esencial aferrarse al tipo de proceso constitu-
yente que culmina en una nueva Constitución, para 
sugerir que i tal proceso constituyente no es real-
mente democrático, la Constitución nace deslegiti-
mada. No es esto lo más importante, pues en el pro-
pio constitucionalismo actual existen casos de 
constituciones producidas por procesos "anóma-
los", no adscribibles a la noción de proceso consti-
tuyente, y que sin embargo han sido el punto de 
partida de regímenes constitucionales democráticos 
(por citar dos ejemplos, Alemania Federal y An-
dorra). El problema es otro: la Constitución de 
Bosnia-Herzegovina concluye con tres declaraciones 
finales (por separado) de la República de Bosnia-
Herzegovina, la Federación de Bosnia-Herzegovina 
y la República Srpska. Dicho en otras palabras, son 
elementos constituyente en pie de igualdad (subra-
yamos) el Estado y sus dos subdivisiones territoria-
les . El Acuerdo de rúbrica para inicializar el proceso 
de paz es nuevamente firmado por los tres Estados, 
Bosnia-Herzegovina, Croacia y Yugoslavia, con el 
acompañamiento de no menos de veintiocho Cartas 
adicionales (Side-Ietters) de todos a todos, incluyen-
do a los testigos internacionales. 
Veamos pues, con mayor profundidad, el pro-
yecto Dayton, una vez señaladas algunas de sus 
contradicciones y anomalías formales, dada la difi-
cultad de casar con coherencia la agenda política y 
el instrumental jurídico para desarrollarla. La 
abundancia de anexos y partes presentes en Dayton 
no deben hacernos pensar que todos los puntos tie-
nen igual importancia ni que todos era igualmente 
desarrollables. Existe una gran unanimidad, por 
ejemplo, en considerar que la dimensión militar de 
Dayton es lo que mejor ha funcionado y que más se 
ha ajustado al calendario previsto, y no sólo por la 
eficacia de la fuerza militar internacional de IFOR 
(Fuerza de Aplicación), sino porque en este punto, 
sorprendentemente, las partes, las tres partes, se 
han ajustado escrupulosamente a lo pactado con la 
excepción de algunos incidentes menores realmente 
ai lados. Se ha producido la separación de los con-
tendientes y el establecimiento de los corredores de 
interposición previstos, se han replegado las unida-
des a sus bases y retirado las cantidades y tipos de 
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armamentos especificados, etc. Concretamente, el 15 
de diciembre de 1995, el Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas autorizaba la creación de una fuer-
za multinacional de implementación de los acuerdos, 
IFOR, que sustituiría a las fuerzas de UNPROFOR 
(Fuerza de Protección de las Naciones Unidas), cosa 
que se produjo formalmente el 20 de diciembre, de 
modo que el año 1996 nacía ya con IFOR sobre el 
terreno. Por un lado, la incorporación de tropas de 
Estados Unidos sobre el terreno era un dato que 
venía a modificar substancialmente el panorama 
militar, y por otro lado, la mayoría de fuerzas de 
UNPROFOR (Gran Bretaña, Francia, España y 
otras) permanecía como IFOR, abandonando simbó-
licamente sus cascos azules y recuperando sus pertre-
chos tradicionales. Con 60.000 miembros sobre el 
terreno, pero sobre todo, con un mandato, unos 
medios y unas reglas de procedimiento (las famosas 
rules of engagement para eventuales confrontacio-
nes) claras, el panorama militar cambió por comple-
to y quedaba felizmente enterrada la desgraciada 
etapa en que las fuerzas militares de UNPROFOR, 
durante más de tres años, fueron instrumento invo-
luntario de todas las torpezas, contradicciones e 
inacciones de la comunidad internacional. 
En su dimensión civil, el proceso ha sido más 
complejo. En teoría, de todos los anexos, el Anexo 
4 relativo a la Constitución de Bosnia-Herzegovina 
era el más importante, pues si Dayton tenía como 
uno de sus dos objetivos centrales la reconstrucción 
del Estado, sus normas e instituciones, como condi-
ción previa a la reconstrucción cívica y econó-
mica del país (siendo el otro objetivo central, como 
hemos dicho, la estabilización regional), la 
Constitución era la piedra angular de todo ello. Ya 
hemos señalado las anomalías que comporta su 
peculiar conjunción de firmas rubricadoras . Pero 
no es éste el único problema . Su Artículo 1 afirma 
la continuidad de Bosnia-Herzegovina como único 
Estado internacionalmente reconocido y dentro de 
sus fronteras actuales (las internacionalmente reco-
nocidas en el momento de la firma), lo cual señala 
la voluntad de la comunidad internacional -quizá 
demasiado tarde- de compensar sus errores anterio-
res, exigiendo el mantenimiento a ultranza de ese 
Estado como sujeto del derecho internacional. El 
mensaje colateral y con carácter general es, por 
supuesto, que la comunidad internacional no es 
favorable a la fragmentación sistemática de Estados 
legalmente existentes. Bosnia-Herzegovina es un 
Estado soberano, independiente, que se basa en los 
principios de la supremacía de la ley y permanece 
como miembro de Naciones Unidas. Desde un 
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punto de vista doctrinal, el Artículo i se inspira en 
el derecho constitucional contemporáneo más 
avanzado, sobre la base de los principios del llama-
do Estado social y democrático de derecho. Al 
menos formalmente. La capital es Sarajevo, y el 
territorio del Estado se divide en dos entidades 
(entities en la versión inglesa), a saber la Fede-
ración de Bosnia-Herzegovina y la República 
Srpska, ocupando respectivamente el 51 % Y el 
49% del territorio respectivamente. Por lo que se 
refiere a las competencias, los órganos centrales del 
Estado retienen para sí una lista minimalista de las 
que se consideran clásicas en el federalismo compa-
rado: política exterior, aduanas, política moneta-
ria, inmigración, comercio exterior, etc., (art.IlI), 
mientras que la redacción de los párrafos 2 a 5 del 
mismo artículo dejan a las entidades una amplia 
capacidad competencial con mecanismos residuales 
a su favor, incluyendo una extravagante referencia 
(Art.m, 2.a.) a la posibilidad de que "las entidades 
podrán tener relaciones paralelas especiales con 
Estados vecinos que no cuestionen la soberanía e 
integridad territorial de Bosnia-Herzegovina". 
Por lo que se refiere a las instituciones, el sis-
tema es complicado y tiene relación directa con 
"Existen casos 
de constituciones 
producidas por procesos 
"anómalos" que han 
sido punto de partida 
de regímenes constitu-
varios problemas: el primero es 
del acceso de las tres comunida-
des (serbios, croatas y bosnios 
-es decir, musulmanes-) a la 
participación institucional en el 
ejercicio del poder; el segundo 
tiene que ver con las elecciones 
previstas en Dayton y gestiona-
das por la OSCE (Organización 
de Seguridad y Cooperación en 
cionales democráticos" Europa), de una complejidad y 
dificultad extraordinarias; el 
tercero tiene que ver con el hecho de que tres 
comunidades se subsumen en dos entidades territo-
riales. Por ejemplo, subsisten en la práctica tres 
Ejércitos de dos entidades de un Estado, cosa inédi-
ta en los anales del federalismo comparado. En 
relación a las instituciones, se plantea la existencia 
de una presidencia de Bosnia-Herzegovina como 
ejecutivo colegiado de tres personas -un bosnio, un 
croata y un serbio- que deberán ejercer rotatoria-
mente un ejercicio unipersonal de representación de 
dicha presidencia colegiada, y que tomarán sus 
decisiones por consenso. En la práctica, la oposi-
ción de uno de los tres paraliza la decisión, con lo 
que existe en la práctica un auténtico derecho de 
veto. Se prevé un complicado mecanismo de dos 
votos a favor y uno en contra, en cuyo caso éste 
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puede referir el asunto al Parlamento de una u otra 
de las dos entidades, el cual puede resolver por 
medio de una mayoría cualificada (de dos tercios). 
Las elecciones del 14 de septiembre, como se verá, 
resolvieron en primer lugar la elección de los tres 
copresidentes. Esta presidencia colegiada designa 
un Gobierno formado por un primer ministro y los 
necesarios viceprimer ministros y ministros que 
garanticen a la vez la adecuada representación de 
las tres comunidades y el funcionamiento normal 
de todo colectivo gubernamental. 
A parte de la Presidencia y del Gobierno (ejecu-
tivo dual, en suma), la Constitución prevé un 
Parlamento bicameral de Bosnia-Herzegovina: una 
Cámara de Representantes, de 42 miembros, con 
dos tercios de sus miembros de la Federación y un 
tercio de la República Srpska, y una Cámara de los 
Pueblos (a modo de Senado territorial), formado por 
15 miembros, dos tercios de los cuales provienen a 
su vez de la Federación y un tercio de la República 
Srpska . La diferencia entre ambas Cámaras, por lo 
que se refiere al modo de designación de sus miem-
bros, es que la Cámara de Representantes es elegida 
por sufragio universal (respetando las cuotas de las 
comunidades) y la Cámara de los Pueblos lo es por 
sufragio indirecto, esto es, por la Cámara de los 
Pueblos de la Federación y por la Asamblea Nacio-
nal de la República Srpska, respectivamente. En 
efecto, uno de los problemas esenciales del edificio 
institucional de Dayton no es sólo que las institucio-
nes centrales de Bosnia-Herzegovina tienen escasas 
competencias, sino que coexisten con un entramado 
de instituciones de las dos entidades que a su vez son 
complejas. A modo de resumen: 
- Bosnia-Herzegovina: 
Presidencia: tres miembros, elegidos por sufragio 
universal (uno de cada una de las tres comunida-
des), que actúan colegiadamente y por consenso. 
Gobierno: primer ministro (rotatorio), vicepri-
mer ministros y ministros, designados todos por la 
Presidencia. 
Parlamento bicameral: 
a) Cámara de Representantes (42 miembros): dos 
tercios de la Federación, un tercio de la República 
Srpska. Elegidos por sufragio universal en los 
territorios de las dos entidades respectivamente. 
b) Cámara de los Representantes (15 miembros): 
dos tercios de la Federación, un tercio de la Repú-
blica Srpska. Elegidos indirectamente por las 
Cámaras de las entidades respectivas. 
- Las dos entidades: 
l.Federación de Bosnia-Herzegovina (entidad que 
agrupa a croatas y bosnios -es decir, musulmanes-). 
Presidencia: un presidente y un vicepresidente de 
comunidades distintas, elegidos indirectamente 
por las Cámaras de la Federación. 
Parlamento de la Federación: bicameral. 
a) Cámara de Representantes: 140 miembros, elegi-
dos por sufragio universal en el territorio de dicha 
entidad, y que ha de representar proporcionalmen-
te a las comunidades bosnia, croata y "otras" (tal 
es el término oficial en el idioma original). 
b) Cámara de los Representantes: un número por 
determinar de miembros que incluya cuotas prede-
terminadas de croatas, bosnios y "otros", elegidos 
indirectamente por las entidades territoriales de 
rango inferior, pero de notable importancia admi-
nistrativa y sociológica: los cantones. 
Los cantones: elegidos por sufragio universal, las 
Asambleas Cantonales representan entidades terri-
toriales entre la Federación y los municipios, y 
han de representar adecuadamente (en función de 
la representación del censo de población) a las 
comunidades. Designan a los miembros de la 
Cámara de los Pueblos de la Federación. 
Los municipios: elegidos por sufragio universal 
según la misma lógica poblacional que la que rige 
para las Asambleas Cantonales. 
2. La República Srpska: 
Tiene un esquema más simple desde el punto de 
vista institucional, pues cuenta con un Presidente 
y una única Asamblea Nacional, elegidos ambos 
órganos directamente por sufragio universal en su 
territorio, y tiene municipios, elegidos también 
por sufragio universal. 
Como se puede apreciar en el cuadro adjunto, el 
esquema institucional dista de ser sencillo, sobre 
todo por la combinación de una confusa lógica de 
distribución de competencias con la complicada 
exigencia de representación de las diferentes 
comunidades a todos los niveles. La complejidad 
e extiende por supuesto a la estructura del poder 
judicial y a los mecanismos de garantía de los 
derechos y libertades de los ciudadanos, temas que 
ocupan un lugar importante en los acuerdos de 
Dayton (tanto en la propia Constitución como en 
el Anexo 6 relativo a Derechos Humanos). 
La implementación de los Acuerdos de Dayton 
Los Acuerdos de Dayton "invitaban" al Con-
sejo de Seguridad de Naciones Unidas a producir 
las decisiones formales -es decir, las resoluciones-
que, en línea de continuidad con su acción en rela-
ción a la ex Yugoslavia, hicieran factible la puesta 
en práctica de los acuerdos de Dayton con la debi-
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da legitimidad, y en muchos casos era imprescindi-
ble una Resolución de dicho órgano para modifi-
car, derogar o crear talo cual de los instrumentos 
de implementación del proceso Dayton. 
Cabe citar, por su importancia e inmediatez, 
las resoluciones siguientes: 
1021, que levantaba el embargo de armas a la ex 
Yugoslavia impues to en su día por la resolución 
713 del Consejo de Seguridad. Se preveía en dicha 
resolución que el levantamiento del embargo se 
haría efectivo a partir de un plazo de 90 días 
desde el momento en que el Secretario General 
hubiera informado al Consejo de Seguridad de la 
firma de los acuerdos. Se preveía asimismo que, en 
un plazo de 180 días, el Secretario General infor-
mase sobre el calendario de implementación de 
algunos de los anexos de Dayton, en particular el 
l-B. Rusia se abstuvo en dicha votación. 
1022, que preveía el levantamiento condicionado 
de las sanciones económicas contra el régimen de 
Belgrado de inmediato, pero con una cláusula de 
previsión según la cual, en caso de incumplimiento 
de los acuerdos por parte de Belgrado, las sancio-
nes serían automáticamente restablecidas en un 
plazo de cinco días por una simple comunicación 
del Secretario General al Consejo de Seguridad. 
1023, que apoya el acuerdo entre Serbia y Croa-
cia sobre Eslavonia oriental (uno de los temas más 
candentes todavía por resolver al cabo de un año) 
y propone una administración provisional a cargo 
de Naciones Unidas para dicha zona. Esta resolu-
ción invita a las partes a cumplir con sus obliga-
ciones relativas a las actuaciones del Tribunal 
Internacional Penal de la Haya y les "urge a coo-
perar" con dicho Tribunal. 
1035, que crea la IPTF (lnternationa/ Po/ice 
Task Force, Fuerza Internacional de Policía), 
como fuerza de policía multinacional para Bosnia-
Herzegovina, y la Oficina de las Naciones Unidas 
para Asuntos Sociales para la parte civil de la 
implementación del proceso de paz. 
En esta perspectiva, para implementar los 
acuerdos de Dayton en los doce meses siguientes, la 
comunidad internacional, y en particular a Nacio-
nes Unidas, hubo de reorientar algunos de los ins-
trumentos de intervención que tenía sobre el terreno 
(por ejemplo, el consistente dispositivo de ayuda a 
desplazados y refugiados mediante el ACNUR, Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados). Pero también tuvo que crear algunos 
sobre bases nuevas, de tal modo que actualmente, 
más de un año después de la firma de los acuerdos 




piejo. Así por ejemplo, los días 8 y 9 de diciembre 
de ] 995, se reunió en Londres la Conferencia de 
Implementación del Proceso de Paz, para movilizar 
a la comunidad internacional en la reconstrucción 
social y económica de Bosnia-Herzegovina. Toda 
una serie de Estados y organizaciones internaciona-
les y agencias especializadas presentes en Londres 
decidían constituir un Consejo de Implementación 
de la Paz, con el compromiso de hacer un segui-
miento del proceso en su aplicación práctica y de 
reunirse semestralmente en conferencias de evalua-
ción, que tuvieron lugar en Florencia a mediados de 
1996 y en Londres de nuevo en diciembre de ese 
mismo año para la evaluación anual. 
Más allá del protagonismo de un determinado 
grupo de actores estatale en la dinámica propia-
mente política de Dayton (sobre todo los firmantes 
como " testigos" en el Acuerdo Marco General), la 
formalización de la acción de la comunidad inter-
nacional a través de Naciones Unidas se expresa 
por dos canales. El canal militar, con el ya mencio-
nado traspase de competencias de UNPROFOR a 
IFOR, se consolidaba el 20 de diciembre de 1995 y 
fue operativo desde los primeros momentos de 
1996, con la eficacia ya señalada. Cabe subrayar 
también que la estructura de 
"Subsistell en IFOR descansa sobre un núcleo 
la pl'dctica tres 
Ejércitos de dos 
elltidades de 1m 
rstado, cosa inédita 
ell los anLlles 
del federalismo 
comparado .. 
operativo fuerte, la OTAN, con 
presencia de tropas de Estados 
Unidos, que por fin se compro-
metía así sobre el terreno, yen 
apoyo de la OTAN, sobre con-
tingentes de diversos países, 
desde Turquía a Marruecos 
(por poner dos ejemplos), pasan-
do por significativos contingen-
tes de Rusia y Ucrania. Por otra 
parte, Naciones Unidas reorganizaba sus dispositi-
vos civiles preexistentes, en particular en el tema 
de ayuda a los refugiados y desplazados, y creaba 
una nueva operación: la Oficina de Asuntos Civiles 
de Naciones Unidas, con dos vertientes bien dife-
renciadas, la citada IPTF y la oficina de asuntos 
civiles propiamente dicha. Estos dispositivos se 
colocaban bajo la autoridad del Secretario General 
(Resolución 1035 del Consejo de Seguridad) y se 
sometían al control y coordinación de la Oficina 
del Alto Representante para la implementación de 
los acuerdos de Dayton, siendo el Alto Repre-
sentante el Sr. Carl Bildt, que veía así redefinida su 
misión en la ex Yugoslavia yen concreto en 
Bosnia-Herzegovina. El esquema se complicó un 
poco más cuando, en febrero de 1996, el Secretario 
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nombró al Sr. lqbal Riza como su Representante 
Especial para las operaciones de aciones Unidas. 
El conjunto de la operación, sometida a la autori-
dad del Sr. Bildt, pasaba a denominarse Misión de 
las Naciones Unidas para Bosnia-Herzegovina 
(UNMIBH), con dos objetivos centrales: a) conti-
nuar con la coordinación de las operaciones de ayu-
da humanitaria, toda vez que a pesar del fin de las 
hostilidades casi la mitad de la población estimada 
de Bosnia-Herzegovina seguía refugiada o desplaza -
da. Para ello la UNMIBH contaba con el operativo 
de ACNUR en el país; y b) ayudar a las partes a lle-
var a la práctica sus obligaciones derivadas de la 
implementación civil de los acuerdos de Dayton. 
En este sentido, la misión de Naciones Unidas 
en Bosnia-Herzegovina pasa a apoyarse en varias 
estructuras, en teoría coordinadas entre sí: la 
UNMIBH, la Oficina del Alto Representante (Carl 
Bildt), el ACNUR, la IPTF y la OSCE, junto a las 
Organizaciones No Gubernamentales y diversas 
agencias internacionales operando en la zona. En la 
práctica, el esquema ha operado bajo un sistema 
más simple: por un lado IFOR en temas militares, 
coordinado horizontalmente con Carl Bildt como 
jefe visible de los asuntos civiles, aunque la relación 
de la oficina de éste con la OSCE ha sido más bien 
horizontal y con frecuentes roces. La distribución 
"competencial" ha asignado a la OSCE básicamen-
te la conducción de todo el paquete electoral, y 
ésta, bajo la dirección del embajador Roben Fro-
wick de Estados Unidos, ha actuado con notable 
autonomía, desarrollando al margen de las eleccio-
nes su propio programa civil en el terreno de los 
Derechos Humanos. En relación a aspecto más 
específicos del trabajo llevado a cabo, cabe señalar 
algunas puntualizaciones por lo que se refiere a la 
IPTF. Cerca de 2.000 agentes de policía de 34 paí-
ses han sido desplegados sobre el terreno. Sus obje-
tivos esenciales han sido asegurar a las policías 
locales (de las partes) la ayuda para actuar egún 
las pautas internacionalmente aceptables de toda 
policía civil, en apoyo de la justicia ordinaria y de 
represión de actividades criminales comunes, expli-
car las pautas de comportamiento policial en el 
campo de los Derechos Humanos, ayudar a mejo-
rar la libertad de movimientos de la población civil 
y cooperar en la realización de las elecciones gene-
rales, además de actividades generales de monitori -
zación del proceso de paz, adiestramiento de las 
nuevas fuerzas policiales y asesoramiento a las nue-
vas autoridades locales en materia de orden pú -
blico. El tema de las personas desplazadas y 
refugiadas, por supuesto, es uno de los aspectos del 
proceso de paz que siguen siendo más controverti-
dos, y en el que el balance es más discutible, aun-
que las expectativas en este terreno probablemente 
fueron formuladas en Dayton de un modo excesi-
vamente optimistas. Dayton asignaba a la misión 
civil, y en concreto al ACNUR, la responsabilidad 
mayor en este campo, en cooperación por supuesto 
con las partes, que han tenido un comportamiento 
desigual y poco cooperativo, en particular -y con 
diferencia- en el caso de la República Srpska. 
Durante casi cuatro años, el ACNUR y otras agen-
cias ayudaron diariamente (con provisiones, ayuda 
médica, etc.) a cerca de 3 millones de personas en 
la ex Yugoslavia y, en particular, en Bosnia-
Herzegovina. De los 2 millones de personas que 
caen bajo las dos categorías de refugiados o despla-
zados, sólo unas 80.000 han regresado a sus luga-
res de origen, en general allá donde su comunidad 
es mayoritaria (lo cual no significa que ése sea su 
lugar de origen de antes de la guerra). 
En lo referente a los Derechos Humanos y a 
la persecución de los criminales de guerra, las 
perspectivas son igualmente poco optimistas. Las 
oficinas locales y regionales de Naciones Unidas 
han intentado llevar a cabo investigaciones en este 
rerreno, incluyendo el tema de los desaparecidos. 
A finales de 1996, el CICR (Comité Internacional 
de la Cruz Roja) daba como definitiva la desapari-
ción de unas 25.000 personas, y el enviado espe-
cial (Special Rapporteur) de Naciones Unidas para 
lo Derechos Humanos, Sr. j.Ayala, afirmaba a 
mediado de 1996 que la situación en el tema de 
los Derechos Humanos había seguido deteriorán-
dose a pesar del fin de las hostilidades y que las 
perspectivas no eran nada buenas. Ya antes, la 
Resolución 1035 del 21 de diciembre de 1995 del 
Consejo de Seguridad, condenaba sin paliativos 
las violaciones del derecho humanitario y de los 
Derechos Humanos, responsabilizando principal-
mente a la República Srpska de que, en áreas bajo 
su control como "Zepa, Srebrenica, Banja Luka, 
Zvornik y Sanski Most, se producían consistentes 
casos de ejecuciones sumarias, violaciones, expul-
siones masivas, detenciones arbitrarias, trabajos 
forzados y desapariciones". La Resolución llama-
ba de nuevo a las partes a cooperar plenamente y 
de buena fe con el Tribunal Internacional Penal de 
la Haya, que finalmente inculpó al máximo nivel a 
R.Mladic y R.Karadzic. En este ámbito, el tema de 
la detención efectiva de los criminales de guerra 
ha planteado graves problemas al proceso de paz. 
Por un lado se han producido escándalos frecuen-
tes por la libertad de movimientos que han tenido 
A 
los líderes serbios antes mencionados, al menos 
durante los siete primeros meses de 1996, y se 
acusó a IFOR de no actuar para detenerles. En 
este punto acabó por emerger un problema de 
fondo: ¿tenía o no tenía IFOR un mandato, de 
acuerdo con Dayton, para hacer este tipo de 
acción? Sus mandos han respondido siempre con 
la negativa: las fuerzas militares de IFOR no son 
fuerzas policiales y su misión no es buscar, perse-
guir y detener a los criminales de guerra. Ahora 
bien, si se cruzaban con ellos, debían hacerlo. Es 
obvio que Dayton, literalmente, no recoge este 
tipo de mandato, que algunos consideran sin 
embargo un mandato implícito, pues sólo las fuer-
zas de IFOR -a la vista de la protección militar de 
que se rodean los líderes serbios cuando se despla-
zan- podrían llevar a cabo la detención. Pero una 
cosa es un mandato de tipo "policía judicial" -in-
vestigar, buscar, detener- que IFOR no tenía, y 
otra cosa es la inacción. Es un hecho que desde 
julio de 1996, Mlad ic y Karadzic disponen de una 
libertad de movimientos muy limitada y sólo en 
una ocasión se ha podido estar cerca de su deten-
ción según el escenario formal: toparse con ellos 
en un control de carreteras. Por ello, la propia 
República Srpska optó, durante 1996, por un 
recambio formal de su liderazgo -incluyendo las 
elecciones- para no crear situaciones difíciles adi-
cionales. Uno de los problemas de fondo sigue 
siendo, por tanto, el de la naturaleza del Tribunal 
Internacional Penal, su autonomía funcional y sus 
medios limitados sobre el terreno, puesto que 
depende para ello de fuerzas y organizaciones que 
no están bajo su autoridad directa (siguiendo con 
el símil de la policía judicial clásica en los tribuna-
les estatales normales). Pero éste es un problema 
general del derecho internacional público en com-
paración con el derecho interno de los Estados, 
que afecta no sólo a la ex Yugoslavia y que se 
plantea también en Rwanda. Más claro es aún el 
caso de la policía internacional de IPTF que, con 
el mismo mandato si acaso implícito, opera sobre 
el terreno con patrullas pequeñas (de dos a cuatro 
agentes) que van desarmados y que dependen en 
su acción de la cooperación de las policías locales 
de las partes. Con todo, la lista de las personas 
formalmente acusadas por el Tribunal Interna-
cional ha crecido, y la apertura de alguna de las 
vistas (el caso Tadic) permitirá ver hasta dónde 
llega la eficacia jurídica del Tribunal. No hay que 
confundir las cosas, sin embargo. El Tribunal 
opera sobre reglas procesales muy rígidas y for-
males, y por tanto el Tribunal ha acusado formal-
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mente a un número limitado de personas, lo cual a 
menudo crea confusiones con las acusaciones polí-
ticas -a veces sobradamente fundadas- de que tales 
o cuales líderes son igualmente responsables (o 
más) y que deberían ser acusados de crímenes de 
guerra, incluyendo en la lista a Milosevic o Tudj-
man , que sin embargo son interlocutores políticos 
en las negociaciones, e incluso firmantes o avala-
dores de los acuerdos de Dayton. La contradicción 
político-jurídica de considerar interlocutor en la 
negociación a personas que a la vez cabría consi-
derar imputados por el Tribunal no ha tenido, 
hasta hoy, una solución práctica. 
Las elecciones 
En principio, las elecciones aparecen tan sólo 
como uno de los anexos -el Anexo 3- de los once 
que recogen los Acuerdos de Dayton, con una 
explicación sucinta en VI artículos, y un escueto 
apéndice al anexo 3 relativo a elecciones. En éste 
se resume el Documento de la Segunda Reunión 
de la Conferencia sobre la Dimensión Humana de 
la CSCE (Conferencia de Seguridad y Cooperación 
"El tema de las 
personas desplazadas 
y refugiadas es uno 
de los aspectos 
del proceso de paz 
que siguen siendo 
más controvertidos" 
en Europa) que tuvo lugar en 
Copenhague en 1990, docu-
mento que señala unos requisi-
tos mínimos y presentes en 
todo derecho electoral hamo 10-
gable como democrático y com-
petitivo. Lo esencial del Anexo 
3 es que en su Artículo II atri-
buye a la OSCE el monopolio 
de la organización de todo el 
proceso electoral previsto en el 
plan de implementación de 
Dayton y para ello fija un míni-
mo institucional y de procedimiento. Muy pronto, 
sin embargo, este Anexo 3 (ver el texto en el apar-
tado de Anexos de este Anuario) iba a convertirse 
en la estrella del proceso de paz para el año 1996, 
y en este caso es obvio que las expectativas no se 
han cumplido, si el mínimo esperado era un proce-
so electoral total, completo, democrático y libre. 
Pero tampoco se puede desechar como un fracaso 
absoluto porque las condiciones que imponía el 
entorno político y sociológico de dicho proceso 
electoral no pueden ser en ningún caso considera-
dos normales. Por tanto, se debían hacer de acuer-
do con el Plan de Dayton, y se hicieron aunque no 
en las fechas inicialmente previstas. No se ha ele-
gido la totalidad de instituciones electivas, pues se 
aplazaron para 1997 (en principio para julio) las 
180 
elecciones municipales, con la excepción de Mos-
tar, que es un caso aparte. 
Siendo así que su mandato para las elecciones 
se derivaba directamente de los acuerdos de 
Dayton, y a la vista de las partes firmantes y las 
obligaciones que éstas contrajeron, la relativa ven-
taja para la OSCE era que tenía una autonomía 
decisional, organizativa e incluso normativa para 
construir todo el proceso electoral, que la ponía al 
amparo de un cierto número de potenciales contro-
versias. Aun así, en el momento de las elecciones se 
constataron algunas deficiencias y contradicciones 
que no eran imputables al comportamiento de la s 
partes (o no únicamente) sino a fallos en la con-
cepción y gestión del proceso electoral. Muy sinté-
ticamente, los elementos básicos para evaluar las 
elecciones son los que siguen, teniendo en cuenta 
que el Anexo 3 establecía que las elecciones debían 
tener lugar en un plazo mínimo de seis meses y 
máximo de nueve meses desde la entrada en vigor 
del Acuerdo, lo que explica la fecha del 14 de sep-
tiembre como límite. 
Respecto a las instituciones de gestión del 
proceso, la OSCE se apoyó en tres: 
a) la Comisión Electoral Provisional (CEP), com-
puesta por un representante de cada una de las 
entidades firmantes del anexo y cuatro representan-
tes de la comunidad internacional. El presidente ex 
oficio de la CEP era el Jefe de Misión de la OSCE, 
el embajador Frowick, y el vicepresidente -que de 
hecho actuaba como presidente-, el británico Sir 
K.Scott . La CEP establecía las normas electorales y, 
en particular, el registro de inscripción de partidos 
políticos y candidatos independientes, establecien-
do los requisitos para ello; las condiciones de sufra-
gio activo y pasivo; la función de supervisores y 
observadores internacionales (que luego funciona -
rían de modo autónomo); las garantías para unas 
elecciones abiertas y competitivas; y el estableci-
miento de los resultados definitivos. 
b) la Subcomisión Electoral de Apelaciones, 
garante de la correcta aplicación de las normas 
electorales de la CEP, y receptora de las quejas, 
denuncias y contenciosos relativos al proceso elec-
toral en su conjunto (y no sólo en relación a los 
resultados). En particular, era la jurisdicción de 
contenciosos electorales durante las fases de regis-
tro de votantes, campaña electoral y jornada elec-
toral. Podía imponer sanciones de diverso grado a 
candidatos, partidos o instituciones, que hubieran 
incurrido en vulneraciones de la normativa electo-
ral. Su capacidad sancionadora podía llegar a la 
exclusión de las elecciones de partidos o candida-
tos ya registrado, si sus acciones vulnera ban no 
sólo las normas electorales de la CEP sino los 
acuerdos de Dayton. 
c) la Comisión de Expertos de Medios de Comu-
nicación, con autonomía funcional, tenía como 
principales atribuciones la supervisión del cumpli-
miento por las partes de sus obligaciones en el 
terreno de la libertad de acción de los periodistas 
y los medios de comunicación en el ejercicio de sus 
funciones, así como a la inversa, el respeto del 
acceso a éstos por parte de partidos y candidatos 
durante la campaña electoral. En este terreno el 
balance es también muy desigual, siendo devasta-
dor en el caso de los medios controlados por la 
República Srpska y, en menor grado, en manos 
croatas (en particular en Mostar Oeste). 
El proceso electoral partía de una grave déficit 
inicial: la confusión en cuanto al censo. La OSCE 
consideraba un potencial de votantes de 2.900.000, 
sobre la base del único censo existente, realizado en 
1991 pero insuficientemente actualizado después 
de cinco años de guerra, desapariciones, desplaza-
mientos de poblaciones, nuevos nacimientos, acce-
so a la mayoría de edad de una gran masa de vo-
tantes y una determinada tasa de defunciones 
naturales. Si se tiene en cuenta que Naciones Uni-
das consideraba como fiable la cifra de 2.000.000 
de refugiados y desplazados, de un total de 
4.377.033 habitantes según el censo de 1991, cabe 
hacerse una idea de las dimensiones del problema. 
Había que organizar, de algún modo, la posibilidad 
del voto -con el censo de 1991- de desplazados 
(internos) y refugiados (en el extranjero), y ello 
explica la gran complejidad de opciones de voto 
que tuvieron que afrontar los votantes. Podían 
optar por votar en presencia o en ausencia (absen-
lee ballot) o bien por el lugar de origen de 1991, o 
por el lugar en donde se encontraban en el momen-
to de votar o, por extrañas razones que dieron pie a 
una masiva manipulación (sobre todo en la Repú-
blica Srpska), podían votar por el lugar en el que 
pretendían vivir en el futuro. En particular, el frau-
de detectado recomendó en última instancia a la 
OS CE aplazar las elecciones municipales como caso 
e pecífico. Se pensó en aplazarlas hasta noviembre 
y, finalmente, se pospusieron para 1997. 
La excepción fue Mostar que eligió, en medio 
de una sorprendentemente tranquila jornada elec-
toral, su Consejo Municipal y los consejos de sus 
seis distritos municipales el 30 de junio de 1996, 
con una participación notable, del 60% del censo 
de 1991, y con una exactitud en el registro de 
votantes que debidamente corregido, mostró al 
final un margen de error de un máximo del 2 %. En 
las generales del 14 de septiembre esa desviación de 
voto, es decir, de votantes que afirmando haberse 
registrado durante 1996, no estaban en las listas, 
subió hasta un 14% de media nacional. Éste fue 
uno de los puntos más criticados de la gestión de la 
OSCE. Otro problema clamoroso de la jornada 
electoral del 14 de septiembre propiamente dicha 
fue, en diversos lugares del país, la tendencia de los 
centros regionales de OSCE a reinterpretar, e inclu-
so modificar unilateralmente y sobre la marcha, 
determinados aspectos de la norma ti va a plica ble. 
Por último, cabe señalar que según cálculos inde-
pendientes extremadamente rigurosos, al menos 
por lo que se refiere a la elección de la Presidencia 
de Bosnia-Herzegovina (el país era distrito único), 
el porcentaje de participación podría haber llegado 
a un exceso del 103% al 105% de votantes sobre el 
censo máximo potencial previsto. Y el modo con 
que el embajador Frowick procedió a proclamar los 
resultados como oficiales, frente a las fuertes reser-
vas tanto del presidente del grupo de monitores (el 
holandés E. Van Tijn), como de la Subcomisión 
Electoral de Apelaciones, llevó a un balance bas-
tante controvertido. Incluso un alto funcionario de 
la oficina de Carl Bildt habló de la jornada electo-
ral como de una "debacle". 
1996 concluyó con un balance contradictorio 
por lo que se refiere a los acuerdos de paz de 
Dayton, y ciertamente crítico por lo que se refiere 
a buena parte del proceso electoral, aunque la casi 
totalidad de las instituciones previstas, desde la 
presidencia hasta los cantones (además del 
Consejo Municipal de Mostar), quedando de 
momento aplazadas las elecciones municipales, se 
han puesto en funcionamiento. No sin afrontar 
serios problemas, contratiempos y tentativas de 
obstrucción. El progreso del proceso no ha supe-
rado, en todo caso, un hecho esencial: las dos enti-
dades, y en particular la República Srpska, no han 
avanzado substancialmente en sus relaciones, más 
allá de una aceptación puramente formal y cierta-
mente resignada de lo que les impone Dayton, el 
mantenimiento de un único Estado común. El año 
1997, con las modificaciones producidas sobre el 
terreno (cambio de IFOR a SFOR -Fuerza de 
Estabilización-; elecciones municipales en julio; 
progreso de la reconstrucción económica; consoli-
dación o al menos mantenimiento de la Federa-
ción, etc.) aportará nuevos datos sobre esta com-
plicada tentativa de gestión internacional de un 




INSTITUCIONES ELECTAS DE BOSNIA-HEREGOVINA 
PRESIDENCIA 
7 Órgano colegiado de tres miembros (presidente rotatono) ~ 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 
42 miembros: 2/3 de la 
Federac ón Croato-Musulmana, 
1/3 de la República Srpska 
CÁMARA DE LOS PUEBLOS 
15 miembros: 2/3 de la 
Federación Croato-Musulmana, 
1/3 de la República Srpska 
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30 bosniOS, 30 croatas y 
un número variable de 
representantes de 
otras nacionalidades 
L _____ _ 
140 miembros elegidos 




Miembros: máximo 50, mínimo 30, 
proporcionalmente a la poblaCión 
del cantón, con la adecuada 
representación de cuotas 
por naCionalidad. 
CONSEJO MUNICIPAL 
EleCCión aplazada hasta 1997; 
sólo en Mostar se realizaron 
eleCCiones municipales (30.06.96) 
- t 
Población de la Federación 
de Bosnla-Herzegovlna _ 
(Federación Croata-Musulmana) 
~ 




83 miembros elegidos 
por sistema proporcional 
-
CONSEJO MUNICIPAL 
EleCCIón aplazada hasta I 997 
t 
PoblaCión de 
la República Srpska 
